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El alto costo de la permisología 
El país se hace un daño a sí mismo al mantener una maraña de regulaciones que impiden aprobar grandes proyectos en 

plazos razonables, lo que hace indispensable avanzar en la corrección de esta anomalía. 

1 Centro de Estudios Públicos 
(CEP) ha publicado reciente- 
mente un estudio en el que 
cuantifica el costo económico 
de la llamada permisología, 

cuyas conclusiones son elocuentes. De 
acuerdo con la investigación, el costo es- 
timado del exceso de burocracia alcanza 
a un 7,3% del PIB, y se deriva tanto de la 
subinversión como de la mala asignación 
de capital. Los investigadores también 
concluyen que de lograrse una reducción 
íntegra de las trabas regulatorias que re- 
portan las empresas, el beneficio máximo 
proyectado sería un incremento del 0,7% 
en la tasa de crecimiento anual durante los 
próximos 10 años. 

Entre los múltiples datos que contiene 
la investigación, se menciona que Chile 

se posiciona como el tercer país con más 
complejidades para la obtención de per- 

  

    

   

misos a nivel OCDE; sin que ello se re- 
vierta es difícil imaginar que el país pueda 

dar pasos sustantivos en materia de pro- 
ductividad. También se recuerda que la 
burocracia ha obstaculizado significativa- 
mente el crecimiento en áreas clave, como 
la minería o las energías limpias, lo cual 
es un total contrasentido considerando el 
enorme potencial que el país tiene en estos 
sectores. 

Un estudio llevado a cabo el año pasado 

por la Universidad San Sebastián, sobre 
análisis y costos asociados al sistema de 
evaluación de impacto ambiental, conclu- 
yó que se requirieron 985 días corridos en 

promedio para obtener un permiso am- 
biental, en circunstancias que el promedio 
histórico era de 434 días, estimando que la 

permisología le cuesta al país un 0,5% del 

PIB anual. 
Es relevante que se tome plena concien- 

CARTAS 
RUF: UNA URGENCIA 
IMPOSTERGABLE 

SEÑOR DIRECTOR: 
Estos días se conoció la muerte del “Guatón 
Mutema” en Quilicura. El hecho provocó el cie- 

rre de colegios y centros de salud por temor a 

represalias, lo que refleja el nivel de inseguri- 

dad que enfrentan muchas comunas. 

La alcaldesa señaló que la situación está des- 

bordada y solicitó presencia militar para res- 

guardar a la comunidad y enfrentar al crimen 
organizado. Sin embargo, surge una pregunta 

clave: ¿cómo hacerlo sin contar con Reglas del 
Uso de la Fuerza (RUF) claras y vigentes? 

Aunque ha habido avances en el Congreso, 
el proyecto sigue entrampado por diferencias 

ideológicas, no por las verdaderas necesidades 
ciudadanas. Es fundamental que los legislado- 

res estén a la altura del momento y prioricen la 

seguridad de la población por sobre sus trin- 

cheras políticas. Seguir postergando esta dis- 

cusión es una irresponsabilidad. 

José Riquelme Brondi 

  

LITIO HOY, NO MAÑANA 

SEÑOR DIRECTOR: 

El pasado 22 de abril el Ministerio de Minería 

anunció que acogió recién a trámite las solicitu- 

des de cinco empresas sobre tres salares para 

la potencial entrega de contratos especiales de 

operación de litio. Hubo que esperar que trans- 

curriera el 77,9% del gobierno para este hito pre- 

liminar. Y eso que se trata de la modalidad sim- 

plificada, el supuesto fast track, solo abierto a los 

titulares de al menos el 80% de las concesiones 

mineras de las áreas solicitadas. Ahora debemos 

esperar que terminen las consultas indígenas y 

luego armarnos de paciencia para la formaliza- 

ción del CEOL. Solo una vez cumplido todo eso 

los proyectos podrán apenas comenzar el lar- 

guísimo derrotero que deben recorrer todas las 
iniciativas mineras nolitíferas, estudio de impacto 

ambiental inclusive. 

Mientras en Chile nos tomamos las cosas con 

esta exasperante parsimonia, en China el avan- 
ce de baterías en base a sodio continúa a toda 

velocidad, y siembra un manto de duda respec- 

to al futuro del litio. Si bien ambas tecnologías 
coexistirán, es probable que una oferta mucho 

más holgada de materias primas presione los 

precios del litio a la baja. 
No es lo mismo un peso hoy que un peso ma- 

ñana. Vale más el de hoy. Por eso hablamos de 

valor presente del dinero, y por eso todo présta- 

mo incluye interés. Podríamos avanzar muchísi- 

mo más rápido e incrementar el valor presente 

del dinero si derogamos el anacronismo nuclear 

y tratamos al litio como un mineral más, tal como 

hace el resto de los países productores. Es de su- 

poner que quienes se oponen a normalizar la re- 
gulación podrán mostrar con satisfacción al final 

del camino los CEOLES que finalmente se en- 

tregaron. Lo que callarán serán los recursos que 

dejamos de percibir durante todos estos años, 

justo el periodo en que más duro nos ha pegado 

el creciente déficit fiscal. 

Joaquín Barañao 

Pivotes 

  

RESPONDER CON VERDAD NO ES 
CANCELAR 

SEÑOR DIRECTOR: 

La columna de Gabriel Zaliasnik en La Tercera 

merece una respuesta basada en hechos veri- 

ficables y derecho internacional. No se trata de 

“cancelar” ni de “amedrentar”, sino de refutar 

afirmaciones infundadas con información sólida. 

Negar que lo ocurrido en Gaza pueda cons- 

tituir genocidio contradice lo que evalúan los 
principales órganos jurídicos internacionales. El 
26 de enero de 2024, la Corte Internacional de 

Justicia (CIJ) reconoció como plausible la exis- 
tencia de genocidio en Gaza, obligando a Israel 

a adoptar medidas cautelares. 

El Museo del Holocausto de EE.UU. reconoce 

como genocidio el caso de Bosnia (1995) con 
cerca de 8.000 muertos. Esto demuestra que 

no setrata de cifras, sino de la intención de des- 

truir a un grupo. 

cia del costo que el exceso de burocracia 
-un verdadero impuesto encubierto- su- 

pone para el país. Esto retrasa las inversio- 
nes -particularmente aquellas de mayor 
cuantía, las que además suelen ser muy 
intensivas en mano de obra-, eleva los 
costos de los proyectos innecesariamente 
-que en algunos casos se pueden tornar 
inviables- y atenta contra la posibilidad 
de que iniciativas más innovadoras o con 
tecnologías ambientalmente más limpias 

se pongan en marcha durante plazos razo- 
nables. La engorrosa tramitación ambien- 
tal de los proyectos también ha conllevado 
cambios en las reglas del juego, donde la 

certeza jurídica se puede ver seriamente 
alterada ante los inciertos criterios que 
pueden incidir en la otorgación de per- 
misos o el cúmulo de requisitos que se 

pueden llegar a exigir. Los criterios dis- 
crecionales de la autoridad, que pueden 

Zaliasnik omite que esa intención fue ex- 

presada públicamente por altos funcionarios 

israelíes. El entonces ministro Yoav Gallant 
anunció: “No habrá electricidad, no habrá comi- 

da, no habrá combustible, todo está cerrado”. 

El Presidente Isaac Herzog declaró: “No hay 
civiles inocentes en Gaza”. Estas afirmaciones 

integran el corpus probatorio ante la Cl). 

La definición de genocidio, acuñada por Ra- 

phael Lemkin, incluye matanzas, daños graves 

físicos o mentales y condiciones de vida im- 

puestas para destruir a un grupo. 

En Gaza, estos elementos se configuran de 
forma alarmante: asedio total, matanza de más 

de 17.000 niños, ataques a hospitales, escuelas, 

trabajadores humanitarios, negación de ayuda y 

declaraciones que niegan lainocencia civil. 

Denunciar los dichos del senador Jaime Quin- 

tana no es censura: es una obligación moral y 
jurídica. Su acusación contra padres palestinos 

carece de evidencia y ha sido desmentida por 

Human Rights Watch y B'Tselem. 

Criticar al Estado de Israel no es antisemi- 

tismo: es un acto legítimo de conciencia ética, 

política y jurídica. 

Maurice Khamis Massú 
Presidente Comunidad Palestina de Chile 

  

¿CENSURA? 

SEÑOR DIRECTOR: 

En la columna publicada por Gabriel Zaliasnik 
en la edición de ayer, se califica de censura las 

críticas a los dichos palestinofóbicos del sena- 

dor Quintana, quien negó el genocidio y acusó 

a padres palestinos de usar a sus hijos como 
escudos humanos. 

Es curioso cómo Zaliasnik insiste en fijar el 

inicio del “conflicto” el 7 de octubre, como si 

antes no existieran más de 76 años de ocupa- 

ción, 15 años de bloqueo criminal sobre Gaza y 

decenas de masacres ampliamente documen- 

tadas como las de Plomo Fundido entre 2008- 

2009, la Gran Marcha del Retomo 2018-2019 o 

los bombardeos de 2021 y 2022. 
Desde el 7 de octubre 2023, hay más de 60 

mil muertos, entre ellos miles de niños, 2 mi- 

llones de desplazados, hospitales arrasados, 

entrampar por años un proyecto, se sim- 
bolizan en lo que ha sido el caso del pro- 

yecto minero-portuario Dominga, que 

lleva más de una década tramitándose en 
un interminable ir y venir de resoluciones 
jurídicas y del Comité de Ministros. 

Hay proyectos por miles de millones de 
dólares que están a la espera de la obten- 
ción de sus permisos. Esto hace indispen- 
sable avanzar con la mayor rapidez posible 
en la dictación de normas que permitan 

simplificar el plazo y los trámites requeri- 
dos. El proyecto de ley que presentó el go- 
bierno sobre ley marco de autorizaciones 
sectoriales, si bien ha sido objeto de algu- 
nos reparos, también avanza en una serie 
de aspectos; ello necesariamente debería 
ser complementado con una reforma a 
nuestra institucionalidad ambiental, don- 

de el proyecto de ley respectivo avanza con 
mucha lentitud. 

3 

periodistas asesinados y hambruna inducida, 

solo por nombrar algunos de la larga lista de 

crímenes de Israel que cumplen con las carac- 

terísticas de un genocidio. 

La acusación no es una exageración: lo ha ad- 

vertido la Corte Internacional de Justicia y lo han 

denunciado Human Rights Watch, Amnistía In- 

ternacional, el CCR y cientos de expertos en de- 
recho internacional ¿Cuántos muertos necesita 
el jurista Zaliasnik para llamar esta masacre por 

su nombre? 

Esto no es un “conflicto”, es el exterminio sis- 
temático del pueblo palestino por parte de un 

Estado que ha incurrido en cientos de actos te- 
rroristas contra la población civil. 

Es una vergiienza y una deshonra a la memo- 

ria que dirigentes sionistas utilicen el Holocaus- 
to para justificar uno de los crímenes contra la 

humanidad más horrorosos del siglo. Y una iro- 

nía que sean, justamente judíos quienes perpe- 

tren este genocidio que quedará documentado 

hasta el fin de nuestros tiempos. 

Stephanie Elías Musalem 
Directora Centro de Información Palestina 

  

ISABEL ALLENDE 

SEÑOR DIRECTOR: 
Llama la atención que Isabel Allende insista en 
señalar que “siguió las instrucciones del gobier- 

no” y que “ninguna autoridad nos advirtió que 

existía una posible inhabilidad constitucional”, 

como si acaso ella -y su sobrina Maya Fernán- 

dez- hubiesen sido obligadas a celebrar un con- 

trato de compraventa. Pero lo cierto es que am- 

bas concurrieron a celebrar ese contrato libre y 

voluntariamente, debiendo ellas haberse infor- 

mado o asesorado respecto a las implicancias 

legales del acto jurídico que celebrarían, como 
lo hace cualquier mortal -por lo demás- cuando 

va a comprar o vender una casa. 
La actitud de la exsenadora delata una suerte de 

intento por buscar en un tercero con quien diluir y 

compartir su responsabilidad en el acto, pero cu- 

yos réditos serían personales. 

Ignacio Garay P. 
Abogado 
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